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	RECONOCIMIENTO INDEMNIZATORIO CON OCASIÓN DE UNA CONDENA
	 

	FECHA DEL PAGO:
	

	CADUCIDAD
	

	LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA
	

	LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA
	


2.1. DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE DEL DAÑO CAUSADO A LA ENTIDAD
2.1.1. 
Descripción de los hechos del proceso de responsabilidad

[Describa de manera sucinta los hechos de la demanda del proceso de responsabilidad en que la Entidad resultó condenada]

2.1.2. 
De la condena impuesta a la Entidad

[Trascriba los ordinales del fallo que contiene la condena]

2.1.3 
Consideraciones jurídicas de la condena


[motivos o razones jurídicas por las cuales se condenó a la Entidad]
3. ASPECTOS SUSTANCIALES
La acción de repetición - hoy en día medio de control de repetición - es una acción de responsabilidad patrimonial que permite recuperar u obtener ante la jurisdicción el reembolso o reintegro de lo pagado por las entidades públicas en virtud del reconocimiento indemnizatorio impuesto judicialmente al Estado en una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, como consecuencia de la acción u omisión gravemente culposa o dolosa de un servidor o ex servidor público suyo o de un particular investido de una función pública. 

El sustento constitucional de la acción de repetición se encuentra en el Artículo 90 de la CP, el cual establece: 

Art. 90: El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste. [Subrayado es nuestro] 
El primer inciso de la norma constitucional, regula la responsabilidad patrimonial e institucional del Estado frente a la víctima; y en el inciso segundo, la responsabilidad patrimonial y personal del agente público frente al Estado. La acción de repetición, indiscutiblemente animada en el interés público, en el ámbito administrativo tiene una doble finalidad, de una parte, por su carácter resarcitorio o retributivo, busca la recuperación de los dineros pagados por el Estado a la víctima de un daño antijurídico ocasionado por la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente público, con lo cual se protege el patrimonio público, porque ese reconocimiento indemnizatorio constituye un menoscabo o detrimento económico que en los precisos términos de la Constitución Política está en el deber de reparar dicho agente a la entidad pública que canceló la condena.

De manera particular, la acción de repetición se encuentra regulada por la Ley 678 de 2001, que en su Artículo 2 la define así:

Artículo 2o. Acción de repetición. La acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial.
Definición de la cual se destacan los siguientes elementos:

· Procede en contra de un servidor, exservidor o particular investido de función pública

· Que haya desplegado una conducta dolosa o gravemente culposa

· Que dicha conducta haya dado lugar a un reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado

· Que dicho reconocimiento provenga de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto

Tal como lo señala la ANDJE, en el documento especializado respecto de la acción de repetición
; al dar inicio a la acción de repetición, la Entidad demandante deberá probar que:

(i) existió una condena judicial o un acuerdo conciliatorio que le impuso a la entidad estatal el pago de una obligación de carácter indemnizatorio; 

(ii) la entidad realizó el pago; 

(iii) el demandado tiene o tenía la calidad de agente, exagente o particular investido con funciones públicas; y 

(iv) la condena impuesta al Estado tuvo origen en el actuar doloso o gravemente culposo del agente, exagente o particular investido con funciones públicas

A renglón seguido, señala a ANDJE que, frente a estos requisitos, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que 

“los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y están sometidos a las normas procesales vigentes al momento de la presentación de la demanda; en tanto que el último de ellos es de carácter subjetivo y está sometido a la normativa vigente al momento de la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la responsabilidad del Estado que generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se adelanta la acción de repetición”

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

De acuerdo con el inciso segundo del artículo 90 de la Constitución Política y las normas que lo desarrollan, para que una entidad pública pueda ejercer la acción de repetición, deben concurrir y reunirse los presupuestos y requisitos necesarios y concurrentes definidos para la declaratoria de repetición son los siguientes
: 
a. Que una entidad pública haya sido a reparar los daños antijurídicos causados a un particular, o resulte vinculada a la indemnización del daño en virtud de una conciliación u otra forma legal alternativa de terminación o solución pacífica de un conflicto; 

b. Que la entidad haya pagado a la víctima del daño la suma determinada en la sentencia condenatoria o en la conciliación; y 

c. Que la condena o la conciliación se hayan producido a causa de la conducta dolosa o gravemente culposa de un funcionario o ex funcionario o de un particular que ejerza funciones públicas. 

Por lo anterior, es necesario realizar una evaluación de las condiciones de procedencia de la acción de repetición en el presente caso.

3.1. Primer presupuesto: La condena de carácter indemnizatorio.

[Describa de manera sucinta la fuente de la condena y concluya si se configura o no este primer elemento]
3.2. Segundo presupuesto: El pago efectuado por parte de la Entidad de acuerdo con la suma determinada en la sentencia condenatoria o en la conciliación.

Con relación a la prueba efectiva del pago, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado indica que 

“El Consejo de Estado ha señalado que para acreditar el pago realizado por la entidad demandante en un proceso de acción de repetición no es suficiente presentar los documentos emanados por sus propias dependencias como, por ejemplo, la resolución que autoriza el pago, si en estos no consta la manifestación del acreedor o beneficiario de que recibió el pago a satisfacción. Lo anterior, dado que con tales documentos sólo se prueban las gestiones internas realizadas por la entidad para realizar el desembolso, pero no que efectivamente se haya realizado el mismo”

(…)

No obstante, la postura jurisprudencial señalada es aplicable siempre y cuando la demanda se haya interpuesto en vigencia del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), toda vez que la Ley 1437 de 2011, que entró a regir el 2 de julio de 2012, para solucionar los inconvenientes que se venían presentando frente a la acreditación del pago como requisito de procedibilidad de la acción de repetición señaló que “el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del daño”   [Subrayado es nuestro]
[Describa a continuación los soportes del pago efectuado por la Entidad y la prueba del mismo]
3.3. Tercer presupuesto (elemento subjetivo): La conducta dolosa o gravemente culposa del agente del Estado y la conducta desplegada como tal, determinante del daño causado a un tercero, la cual hubiere generado una condena o la obligación de pagar una suma de dinero derivada de un acuerdo conciliatorio, transacción o cualquier otra forma de terminación de un conflicto 

Como ya se precisó, además de los dos presupuestos anteriormente analizados, es menester acreditar que la actuación del agente -que originó la condena contra el Estado- es imputable a título de dolo o de culpa grave.

Frente a este elemento, en el documento “ANÁLISIS CUANTITATIVO Y JURISPRUDENCIAL DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN” de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado indica que debe realizarse un estudio desde dos puntos de vista: i) la determinación de la norma aplicable en relación con la fecha de ocurrencia de los hechos y la fecha de entrada en vigencia de la Ley 678 de 2001 y ii) la calificación de la conducta como dolosa o gravemente culposa.

Con relación al primer punto, señala que:

[…] las entidades al sustentar su causa no reparan en la fecha en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la condena, conciliación u otra forma de terminación del conflicto e invocan las presunciones de dolo o culpa grave establecidas en la Ley 678 de 200113, sin tener en cuenta que éstas solo son aplicables a los casos ocurridos con posterioridad a su entrada en vigencia, esto es, el 4 de agosto de 2001.

La importancia de que las entidades establezcan de entrada qué normativa le aplica al caso concreto radica en que anteriormente no existían presunciones de dolo o culpa grave. Por lo tanto, la carga de la prueba recaía en el Estado quien aplicaba el criterio de dolo y culpa grave contemplado en el artículo 63 del Código Civil, que establecía:

“La ley distingue tres especies de culpa o descuido. 

Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. 

Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 

Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. 

El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. 

Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. 

El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro.”

La aplicación estricta de las normas a partir de las cuales se va a juzgar el caso concreto no es un asunto menor, toda vez que el Consejo de Estado ha negado las pretensiones de la demanda de repetición en aquellos eventos en que se invoca como fundamento de derecho las presunciones legales contenidas en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, pese a que los hechos que dieron lugar al pago por parte del Estado ocurrieron antes de su entrada en vigencia.

En virtud de lo expuesto, se tiene entonces que según la fecha de ocurrencia de los hechos, esto es, antes de la entrada en vigencia de la Ley 678 de 2001 [4 de agosto de 2001] determina el régimen aplicable al estudio de la calificación de la conducta, bien sea aplicando lo establecido en el Código Civil o las presunciones contenidas en los artículos 5º y 6º de la Ley 678 de 2001 los cuales previeron unos eventos en que algunas circunstancias se presume que la conducta desplegada por el agente estatal es calificada de dolosa o gravemente culposa.
En efecto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 5º de la Ley 678, la conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado. Este precepto estableció, además, que se presume que existe dolo del agente público en los siguientes eventos:

ARTÍCULO 5º. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:

1. Obrar con desviación de poder.

2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.

3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.

4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado.

5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial.

A su turno, el artículo 6º, dispuso lo siguiente:

ARTÍCULO 6º. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.

Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:

1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho.

2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable.

3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error ​inexcusable.

4. Violar el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal.

La aplicación estricta de las normas a partir de las cuales se va a juzgar el caso concreto – señala la ANDJE - no es un asunto menor, toda vez que el Consejo de Estado ha negado las pretensiones de la demanda de repetición en aquellos eventos en que se invoca como fundamento de derecho las presunciones legales contenidas en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, pese a que los hechos que dieron lugar al pago por parte del Estado ocurrieron antes de su entrada en vigencia.

Frente al segundo punto, esto es la calificación de la conducta, se refiere la ANDJE en el mismo documento así:

Frente a la calificación de una conducta como dolosa o gravemente culposa el Consejo de Estado ha afirmado que “no cualquier error en el que puedan incurrir de buena fe, podrá servir para imputarles responsabilidad patrimonial ante la respectiva entidad estatal, lo cual podría conducir a un ejercicio temeroso, ineficiente e ineficaz de la función pública”14. Por lo tanto, “la determinación de si una conducta es dolosa o gravemente culposa, reviste un carácter probatorio, debido a que el actor debe demostrar que resulta probada tal circunstancia, solo en tal caso habrá lugar a endilgarle responsabilidad patrimonial al demandado” 

En concordancia con lo anterior el Consejo de Estado ha sostenido que “(…) no puede ser irrelevante el hecho de que la norma constitucional (art. 90) haya establecido expresamente que el deber de las entidades estatales de repetir contra sus funcionarios o ex funcionarios, sólo surge en la medida en que el daño a cuya reparación patrimonial hayan sido condenadas, pueda imputarse a la conducta dolosa o gravemente culposa de los mismos, lo cual, por otra parte, se explica por la necesidad de ofrecer unas mínimas garantías a los servidores públicos, en el sentido de que no cualquier error en el que puedan incurrir de buena fe, podrá servir para imputarles responsabilidad patrimonial ante la respectiva entidad estatal, lo cual podría conducir a un ejercicio temeroso, ineficiente e ineficaz de la función pública”
En síntesis, se tiene que, aunque es necesario probar todos los requisitos de procedencia de la acción de repetición, no probar la existencia del dolo o la culpa grave o promover la acción sin tener la certeza de que alguna de dichas figuras se configuró es la causa por la que se pierden más acciones de repetición. Igualmente, las entidades demandantes no tienen en cuenta que presentar como prueba de la conducta dolosa o gravemente culposa la sentencia condenatoria o el acuerdo conciliatorio no son por si mismas suficientes, ya que con esto sólo se prueba la obligación de la entidad de pagar una condena de carácter indemnizatorio.
[Conforme a lo expuesto, proceda a evaluar la configuración del tercer elemento]

4. ASPECTOS PROCESALES O PROCEDIMENETALES

El artículo 142 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, establece:

Artículo 142. Repetición. Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado.
La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública.

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del daño.

Desde el punto de vista de la legitimación en la causa, de lo expuesto es claro que:

Es la Entidad Pública condenada o que en ejercicio de cualquier mecanismo para la solución de controversias se haya visto obligada a realizar el pago de una indemnización, la legitimada en causa por activa para el inicio de la acción de repetición; siendo el servidor, exservidor o particular investido con funciones públicas que por su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado lugar a la generación del daño objeto de indemnización el legitimado en causa por pasiva.

Con respecto a la caducidad de la acción 

Respecto a la caducidad en la acción de repetición, la Corte Constitucional refiere que “tiene como propósito fundamental propender por la eficiencia de la administración, al señalarle un plazo perentorio para que pueda acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo a demandar a sus funcionarios o exfuncionarios el reintegro de los pagos que haya debido realizar como resultado de su conducta dolosa o gravemente culposa”

Ahora bien, teniendo en cuenta que la forma y plazo en que las entidades públicas deben dar cumplimiento a las sentencias dictadas en su contra se encontraba regulado en el Código Contencioso Administrativo – Decreto 01 de 1984 – vigente hasta el 1 de julio de 2012, en virtud de la entrada en Vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011, es claro que deben establecerse escenarios conforme al plazo con que cuenta la Entidad para realizar el pago de la condena, la que se determina por la norma procesal por la que se llevó el proceso o la fecha de ejecutoria del laudo arbitral.

Para tal efecto deberá realizarse el siguiente análisis, el cual se toma del documento recomendaciones generales para el cómputo de la caducidad de la acción de repetición, elaborado por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

a) Computo de la caducidad de la acción de repetición en vigencia del Código Contencioso Administrativo y de la Ley 678 de 2001.

El numeral 9º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo establece que la acción de repetición caducará al vencimiento del plazo de 2 años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago total efectuado por la entidad
. 

Sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-832 de 2001, al estudiar la constitucionalidad de dicha norma declaró su constitucionalidad condicionada en el sentido de que el término de caducidad de la acción de repetición empieza a correr a partir de la fecha en que efectivamente se realizó el pago, o, a más tardar, desde el vencimiento del plazo de 18 meses previsto en el artículo 177 inciso 4 del Código Contencioso Administrativo, al considerar que de interpretarse de otra manera se afectaría el derecho al debido proceso del presuntamente responsable

Así las cosas, el cómputo de la caducidad de la acción de repetición respecto de aquellos procesos cuya ejecutoria se hubiese dado en vigencia del Código Contencioso Administrativo – Decreto 01 de 1984 – se contabiliza de dos formas:

i) a partir del día siguiente al pago de la condena o conciliación, y 

ii) si el pago no se realizó dentro del término de los 18 meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia condenatoria o a la fecha de ejecutoria del auto aprobatorio de la conciliación, según sea el caso, los 2 años se contarán a partir del día siguiente del cumplimiento de los 18 meses.

b) Cómputo de la caducidad de la acción de repetición en vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo

El literal l) del numeral 2 del Artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, señala:
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada:
(…)

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

(…)

l) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el término será de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de conformidad con lo previsto en este Código.

Esta norma deja claro los dos momentos a partir de los cuales se realiza el cómputo de la caducidad de la acción de repetición para los procesos que se adelantaron bajo la normativa de la Ley 1437 de 2011 es decir

i) a partir del día siguiente al pago, o 

ii) a más tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago, que sería de 10 meses, [que se contarán a partir del día siguiente a la ejecutoria de la sentencia o a la ejecutoria del auto aprobatorio de la conciliación.]

Sobre estos dos escenarios, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia del 2 de

mayo de 2016, expediente 56361 refirió lo siguiente respecto al cómputo de la caducidad en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo: 

“El literal l) numeral 2 del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en lo que tiene que ver con la caducidad de la repetición establece el plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago total efectuado por la entidad o, a más tardar, desde el vencimiento del plazo de 10 meses, en los eventos de la Ley 1437 de 2011 o, 18 meses previstos en el inciso 2 del artículo 177 C.C.A”.

Finalmente, en lo que tiene que ver con el cómputo de la caducidad cuando se ha realizado el pago de intereses moratorios, el documento elaborado por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, citado en líneas precedentes, señala lo que se cita in extenso

La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que la fecha del pago de los intereses moratorios causados con ocasión de las condenas judiciales no puede ser tomada para el cómputo de la caducidad de la acción de repetición dado que los intereses moratorios no hacen parte de la condena impuesta en la sentencia o auto aprobatorio de la conciliación judicial.
En ese sentido, en sentencia del 30 de enero de 2013, expediente 41281, la mencionada Corporación indicó lo siguiente: “Ahora bien, el recurrente insiste que la fecha de la caducidad de la acción debe contabilizarse a partir del momento en que se efectuó el pago de los intereses moratorios mediante comprobante de egreso No. 55823 de 31 de julio de 2003, ya que éstos tuvieron origen en la condena proferida en contra de la administración. Olvida la entidad demandante que mediante la resolución No. 044 de 6 de marzo de 2003 se efectuó la liquidación de la condena incluyendo salarios, prestaciones, parafiscales e intereses moratorios y corrientes. Adicionalmente y con fundamento en los recursos de reposición y apelación interpuestos por la señora Hawk Martínez contra la anterior resolución, los cuales fueron resueltos por la entidad mediante la resolución No. 198 de 25 de julio de 2003, se ordenó la liquidación de los intereses moratorios desde el 6 de marzo de 2003 hasta el 6 de junio de la misma anualidad. Dicha situación (el pago de intereses moratorios) es ajena a los presupuestos para que proceda la acción de repetición, por cuanto los intereses moratorios y corrientes pagados por la parte actora no corresponden a lo establecido en la condena impuesta a la entidad, condena que fue debidamente cancelada el 4 de junio de 2003”.
En ese orden de ideas, en el evento en que una Entidad pública solicite, además del pago de la condena judicial, los intereses moratorios causados con ocasión de la misma, el cómputo de la caducidad se realizará a partir del día siguiente a la fecha del pago total de la condena o a partir del día siguiente a la fecha en que se cumplió el término para cumplir la condena, que puede ser de 10 o 18 meses según sea la norma que regule el caso, contados a partir de la ejecutoria de la sentencia o auto aprobatorio de la conciliación, sin que se deba tener en cuenta la fecha del pago de los intereses moratorios.
ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

4.1. Legitimación en causa por activa

4.2. Legitimación en causa por pasiva

4.3. Caducidad de la acción

5. Deficiencias en las actuaciones administrativas o procesales por parte del apoderado de la Entidad

[Realice un análisis objetivo respecto de la actuación desplegada por el apoderado de la Entidad, e identifique eventuales falencias que pudieron dar lugar a la condena]

6. RECOMENDACIÓN
Elaborada por:

� Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado – Dirección de Políticas y Estrategias - análisis cuantitativo y jurisprudencial de la acción de repetición - 2018


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia No. 05001-23-31-000-2010-00223-01(55025) del 19 de julio de 2017 (M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa). Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia No. 20001-23-31-000-2009-00366-01(45413) del 30 de marzo de 2017 (M.P. Ramiro Pazos Guerrero). Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia No. 25000-23-26-000-2001-02839-01(28684) del 23 de julio de 2014 (M.P. Hernán Andrade Rincón (E). Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia No. 25000-23-26-000-2002-01882-01(41232)A del 22 de febrero de 2017 (M.P. Hernán Andrade Rincón). Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia No. 11001-03-26-000-2008-00104-00(36162) del 28 de septiembre de 2017 (M.P. Marta Nubia Velásquez Rico (E)). 


� CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA Bogotá D.C. diez (10) de noviembre del dos mil dieciséis (2016). Radicación número: 19001-23-31-000-2010-00314-01(57008)


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia No. 25000-23-26-000-2009-00227-01(46875) del 19 de julio de 2017 (M.P. Marta Nubia Velásquez Rico).  


� Sentencia C-832 de 2001


� El artículo 11 de la Ley 678 de 2011 establece que la acción de repetición caducará al vencimiento del plazo de 2 años contados a partir del día siguiente a la fecha del pago de la condena efectuado por la Entidad demandante y que, cuando el pago se realiza por cuotas, “el término de caducidad comenzará a contarse desde la fecha del último pago, incluyendo las costas y agencias en derecho si es que se hubiere condenado a ellas”.
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